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N
o existe la posibilidad de que la
gente humilde pueda depositar
su dinero en paraísos fiscales, y
no porque lo consideren legal o

ilegal, moral o inmoral, sino porque,
aunque tuvieran la oportunidad de ha-
cerlo, no tendrían recursos suficientes
para poder abrir una cuenta secreta en
Suiza. Argumentar que los ciudadanos
están discriminados en función de su
renta es una mala dialéctica porque a
ninguno de nosotros nos está permitido
el hecho de engañar a la Hacienda Públi-
ca. Resultaría absurdo pedir la supresión
del delito fiscal porque los más débiles
económicamente no pueden esconder su
dinero en paraísos fiscales, mientras que
los más pudientes sí pueden hacerlo.

Tampoco existirá la posibilidad, tras la
ley sobre el aborto que piensa aprobar el
Gobierno en la línea de lo que anunció el
miércoles pasado el ministro de Justicia
Ruiz-Gallardón, de que las mujeres hu-
mildes acudan a cualquier clínica de paí-
ses europeos donde se pueda realizar
una práctica abortiva permitida por la le-
gislación de esos países. Ya se sabe, por
lo que ocurrió en la oscura etapa del
franquismo, que las mujeres con recur-
sos económicos podrán acudir a esas clí-
nicas a hacer lo que no les dejarán hacer
en España y que las que cuenten con si-
tuaciones económicas desgraciadas, se
tendrán que conformar con acudir a cu-
randeros o a gente sin escrúpulos que in-
terrumpirán su embarazo en las peores
condiciones posibles para su salud y su
dignidad.

Pero que las pudientes eludan la legis-
lación española acudiendo a otros países,
mientras que las desfavorecidas tengan
que hacer lo mismo quedándose en la
clandestinidad interior, no es razón para
atacar la ley que quiere aprobar el Go-
bierno del PP porque, en uno y otro caso,
es la mujer, rica o pobre, la que resulta
perseguida, discriminada y penalizada
por esa legislación. Unas tratarán de es-
capar de la persecución y del castigo de
una manera y otras tratarán de hacerlo
de otra, pero ricas y pobres, urbanas o

rurales, profesionales o amas de casas,
serán objeto de esa persecución. La ley
de Gallardón no va contra un determina-
do tipo de mujer sino contra la mujer es-
pañola en su conjunto. Tan humillante
será acudir a interrumpir el embarazo a
una habitación cutre de cualquier pueblo
o ciudad española, como hacerlo viajan-
do en un jet privado o en clase preferen-
te, alojándose en un hotel de cinco estre-
llas y acudiendo a una clínica privada
con identificación falsa.

Seguro que si se preguntara a una y
otra mujer, ambas experimentarían el
mismo sentimiento, seguramente ambas
practicarán la misma religión y, hasta es
posible que ambas hubieran votado al PP

en las anteriores elecciones generales.
Ruiz-Gallardón, que en su vida ante-

rior a la política era fiscal, se ha converti-
do de la noche a la mañana en abogado
defensor de aquellos que no pueden ha-
blar, dejando su oficio de acusador para
las mujeres que sí pueden hacerlo. El mi-
nistro, que habla en nombre de los no
natos, no tiene ni idea de qué es lo que
quieren esos fetos, a lo que nunca nadie
les pudo preguntar si querían o no que la
mujer que lo aloja en su vientre conti-
nuara adelante con su historia, mientras
que desoye a las que sí quieren ser escu-
chadas, entre otras cosas, para decirle al
ministro que las deje en paz y que en un
asunto tan íntimo como concebir a un

nuevo ser, son ellas, y no el ministro, las
que deciden.

He escrito en estas mismas páginas
que la opción liberal conservadora y la
opción socialdemócrata son dos ramas
que parten del tronco común surgido de
la Revolución Francesa, que ambas de-
fienden la libertad individual y colectiva,
la democracia y la soberanía nacional re-
sidente en los ciudadanos, y que se dife-
rencian en el concepto que ambos tienen
de la igualdad. Visto lo visto, en España,
habría que decir que la idea de libertad
de los conservadores españoles también
se distancia mucho de lo que defiende la
socialdemocracia. Estos últimos defien-
den la no intervención del Estado en las
libertades individuales mientras que exi-
gen esa intervención para las libertades
colectivas. Los conservadores españoles,
por el contrario, parecen defender la in-

tervención estatal en las libertades indivi-
duales y que actúe el mercado en las co-
lectivas. Así el PP, cuando se trata de la li-
bertad individual, pretende decirnos
cuándo tenemos que nacer, cómo casar-
nos o separarnos, cómo morir y cuándo
hacerlo, quiénes son buenos y quiénes
son malos, mientras que pretenden dejar
al arbitrio de las partes los convenios co-
lectivos, las relaciones dentro de la em-
presa, cuando se necesita la intervención
del Estado para corregir la debilidad de
una de las partes. Y dentro de esa lógica y
de ese concepto de la libertad, ahora le
ha llegado el turno a las mujeres españo-
las. Gallardón y el PP han decidido que la
función de la mujer es la de reproducir
hijos y que quien se atreva a desafiarle se
encontrará con el fiscal que Gallardón
lleva dentro. Y el aviso es para ricas y
para pobres, para las que aborten fuera
de España y para las que lo hagan dentro.
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